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Comunicación: Algunas reflexiones 
sobre las alternativas a la asistencia 
de pacientes judiciales penales 
COMISION DE LEGISLACION DE LA AEN (*) 
La Comisión de Legislación de la AEN 
ha venido ocupándose del tema de los 
derechos y garantías de los internados 
psiquiátricos en nuestro país, ya sea 
vía Código Civil: INGRESOS INVOLUN­
TARIOS; como aquellos pacientes que 
habiendo cometido delito sean decla­
rados eximentes o condenados y/o pre­
ventivos y necesiten atención psiquiá­
trica: LOS PACIENTES JUDICIALES PE­
NALES. 
Nuestra Comisión actual, y también 
la anterior, ha visitado los centros psi­
quiátricos penitenciarios de Caraban­
chel (Madrid), Fontcalent (Alicante) y 
la Unidad Judicial de Santa Coloma de 
Gramanet (Barcelona), exhaustivamen­
te, habiendo, posteriormente en un In­
forme, denunciado la situación de ILE­
GALIDAD e INDEFENSION en que los 
internos allí recluidos se hallan. 
Esta comunicación quiere centrarse 
en algunos puntos en los que hemos 
pensado y trabajado, sobre las alterna­
tivas a este colectivo de pacientes: los 
judiciales penales. 
Estamos viendo con alarma cómo las 
administraciones dirigen sus pasos a 
la creación de estructuras penitencia­
rias específicas y segregadoras -ejem­
plo de ello son los proyectos de aumen­
tar el número de prisiones y hospitales 
penitenciarios (como el proyecto actual 
(*) María Eugenia Díez; Ramón García; Oné­
simo González; Fermín Mayoral. Coordinadora: 
Alicia Roig. 
de Catalunya y Andalucía)-. Nuestra 
posición es la contraria: el tratamiento 
de los pacientes que han cometido de­
lito debe propiciar el ser integrado en 
servicios sanitarios y recursos interme­
dios en la comunidad. Así como que se 
deben dignificar las prisiones con una 
real asistencia sanitaria en ellas, crean­
do unidades de enfermería para los pa­
cientes que requieran asistencia psi­
quiátrica, tratados por equipos de salud 
mental del territorio. 
Observamos también con preocupa­
ción, cómo no cesan de ser derivados 
a los hospitales civiles, para interna­
miento, pacientes con custodia policial. 
La custodia policial distorsiona grave­
mente al centro y, por ello, a la asis­
tencia sanitaria de los pacientes allí in­
gresados. 
Nuestra Comisión no se ha cansado 
de repetir, en sus conclusiones de in­
formes varios, y peticiones al Ministerio 
de Justicia, jueces y fiscales, la nece­
sidad de contemplar al paciente como 
un ser que necesita atención terapéu­
tica y que ello se OPONE rotundamente 
a la presencia de custodia policial. En 
las unidades cerradas custodiadas el 
paciente que no ha cometido delito de­
bería, pues, recibir, en igualdadde con­
diciones que los otros pacientes, su asis­
tencia. 
Nuestro Código Penal, artículos 8.1 
y 9.1 (Ley 13-10-83), contempla: "EI 
sometimiento a tratamiento ambulato­
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rio" a los pacientes judiciales penales. 
Esta normativa tan avanzada, vemos 
cuán poco es aplicada por la Justicia. 
El juez se halla frente a una red asis­
tencial pobre, y ausente en muchas zo­
nas, para poder asegurarse que dicho 
tratamiento se hará posible. Los profe­
sionales de la salud mental, salvo en 
reducidos colectivos, son reacios a acep­
tar la responsabilidad de dichos pacien­
tes y su tratamiento. Deberíamos in­
sistir, pues, en salir de ese callejón sin 
salida. 
La Justicia tiene que contemplar la 
necesidad de derivar más a tratamien­
tos ambulatorios y los profesionales mo­
dificar actitudes de recelo ante la jus­
ticia. Todo ello es de difícil solución sino 
se agiliza la justicia: "Ver y escuchar 
al paciente", como la Ley dice, y si no 
se crean redes asistenciales dignas, que 
deben ir mucho más allá de lo que pue­
de ofrecer un centro de salud mental 
con pocos profesionales para más de 
200.000 habitantes, tal y como existen 
en España. Se requieren dispositivos 
intermedios amplios -talleres labora­
les, pisos atendidos, pequeñas residen­
cias, centros y hospitales de día-, en 
fin, centros de salud mental abierto día 
y noche, que pudieran acoger crisis y 
urgencias en las 24 horas. Los servicios 
sociales deben prestar una atención en 
esta línea, que no prestan, conjunta­
mente con los servicios de salud men­
tal. 
Hoy tenemos ejemplos en nuestro 
país, de que la atención psiquiátrica 
ambulatoria a pacientes condenados, 
o inimputables, es posible. Casos con­
cretos de delitos de sangre que después 
de una estancia breve en prisión han 
sido atendidos en centros de salud men­
tal, como en Huelva, etcétera, lo con­
firman. Para ello, los profesionales de 
la salud mental del territorio y/u hos­
pitales, han de mantener una estrecha 
coordinación con las fisca lías y jueces 
de primera instancia o jueces penales, 
sólo así, se salvarán actitudes de des­
confianza de los profesionales a los jue­
ces y fiscales o viceversa. Nuestra Co­
misión ha tratado de crear y lo ha con­
seguido ya en Barcelona, Andalucía, 
Madrid, Asturias, Valencia, etcétera, co­
misiones mixtas de jueces, fiscales y 
técnicos de salud mental, para trabajar 
y acercar los problemas del tratamiento 
a este colectivo de pacientes. 
A muchos profesionales, tanto de la 
Justicia como de la Psiquiatría, se les 
ha colocado en situaciones sin salida, 
sin haber contado con ellos, "con ór­
denes desde arriba" y con pocas y po­
sibles alternativas ante la Miseria de 
los servicios territoriales, para dar una 
atención digna y alternativa a los pa­
cientes más indefensos: "Los enfermos 
mentales que han delinquido" (motivo 
de esta ponencia). 
Seguimos en nuestro análisis obser­
vando, como tan lúcidamente predecía 
Robert CA5TEL, el alarmante crecimiento 
de nuevas estructuras y nuevos técni­
cos de control social, centros de inter­
namientos para ancianos, niños, defi­
cientes graves, presos, etcétera, que 
no son más que nuevas y lavadas ré­
plicas del orden custodial manicomial. 
Importancia grande tiene el poder re­
flexionar y debatir, ya es hora de abor­
dar el riesgo que conlleva la "Declara­
ción de inimputabilidad". Vemos cómo 
el colectivo de personas que han sido 
declaradas eximentes totales, se mue­
ven en la total indefensión de derechos 
y garantías, su "sino", las más de las 
veces, es el hospital psiquiátrico peni­
tenciario, donde no podrá obtener las 
ventajas del Reglamento penitenciario, 
ni atenerse a la Normativa del Código 
Civil (artículo 211), que regula el in­
greso involuntario, no penal. 
Propulsamos, como tantos profesio­
nales y prestigiosos juristas en Europa 
y otros países, la urgente necesidad de 
valorar, cuánto más puede beneficiarse 
un enfermo parcialmente eximido de 
condena, que el eximido total, y la ne­
cesidad de revisión de nuestros textos 
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legales, Código Penal y Reglamento pe­
nitenciario, en este sentido. 
Nuestra Comisión rechaza totalmente 
la existencia de los centros psiquiátricos 
penitenciarios, y pide la abolición de 
los mismos por su propia naturaleza y 
carácter, al ser lugares donde jamás 
se puede garantizar un beneficio tera­
péutico para los allí internados sin "día 
de salida", ni garantizar el ejercicio de 
los más elementales derechos del pa­
ciente: la cura, la asistencia, la recu­
peración, la reinserción. 
Pedimos que se aplique con carácter 
preferente la medida de tratamiento am­
bulatorio, prevista en el artículo 8.1 del 
Código Penal, por considerar que es el 
medio más idóneo de asistencia y be­
neficio terapéutico para el paciente con 
el mínimo de restricción de sus liber­
tades. 
Esperamos poder contribuir con estas 
propuestas y reflexiones, esperando pro­
piciar un rico debate en estas Jorna­
das. 
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